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[bookmark: _Toc40806061][bookmark: _Toc40806081]Introducción
El presente artículo se enmarca en el proceso de elaboración de tesis del Doctorado de Salud Mental Comunitaria de la Universidad Nacional de Lanús. En ella, busco analizar, a partir de un caso de estudio, la respuesta jurídica e institucional que se llevan a cabo en Argentina cuando una persona es declarada inimputable en el proceso penal.
Considero que en Argentina existen y conviven diferentes concepciones sobre la salud mental y de los sujetos con las problemáticas de salud mental que se basan en diferentes marcos teóricos. Esta situación se puede ejemplificar al comparar la legislación en el ámbito penal y el ámbito civil. Las definiciones sobre salud mental que están implícitas en el derecho penal están sustentadas en un modelo biologicista, el cual colisiona con el marco normativo del ámbito civil como así también con el Sistema Internacional de Derechos Humanos, lo cual impacta negativamente sobre el respeto de los derechos de las personas que poseen problemáticas de salud mental.
Al mismo tiempo, con la aparición de una persona declarada inimputable, se producen diferentes prácticas formales y/o no formales en las jurisdicciones locales de nuestro país, los cuales dependen principalmente del desarrollo institucional que poseen cada una de ellas sobre el campo de la salud mental, como así también, sus recursos y políticas públicas existentes.
En éste trabajo, analizaré algunas de estas prácticas que se llevaron a cabo en el sistema judicial de la provincia de Tierra del Fuego, como fueron los recorridos institucionales y de política pública, penitenciaria y sanitaria que conllevo la determinación de inimputabilidad de una persona, a la cual se le aplicó una medida de seguridad. Me centraré en esta oportunidad, solamente en lo relacionado al primer momento, donde se determina la medida de seguridad a una persona declarada inimputable, dejando para más adelante el análisis de otros aspectos relacionados con su recorrido dentro del ámbito penitenciario y el proceso llevado a cabo para que recupere la libertad.

[bookmark: _Toc40806062][bookmark: _Toc40806082]La relación entre Salud Mental y lo Penal
Sin querer explayarme en este momento, considero importante señalar la íntima relación existente entre psiquiatría y criminología, que históricamente justificaron un continuum de encierro y castigo. Al respecto, “Foucault señala que cuando en el siglo XVIII los médicos acuden a atender la locura, ya encuentran a ésta asociada al encierro y exclusión de la vida social. Desde sus comienzos el manicomio es la figura central de la psiquiatría: la amenaza de encierro pende sobre todos los que son considerados enfermos por sí mismos o por otros” (Galende, 1990). Criminología y psiquiatría compartían en sus inicios conceptualizaciones positivistas, basadas en “la búsqueda de una causa objetiva para el comportamiento antisocial, la locura o el crimen. No se trata de ningún desvió del positivismo y su necesidad de objetivación, es su consecuencia necesaria al situar al loco o al criminal en la posición de un objeto más de conocimiento positivo; desproveyéndolo de su condición de sujeto lo priva a la vez de todos los derechos de un semejante. El manicomio y la cárcel se legitimaron como tratamiento correccional y disciplinarios por estas teorías” (Galende, 2008). 
Esto se debió también a una serie de cambios teóricos dentro del campo médico que generó unas “trasformaciones internas del dispositivo psiquiátrico en el marco del auge de la disciplina como tecnología de poder en la sociedad moderna” (Sozzo, 1999), forjando una serie de procesos en donde se comienza a “medicalizar el delito” y “patologizar a los delincuentes”. Estas modificaciones generaron como resultado principal “la construcción histórica del ‘loco-delincuente’ como subjetividad doblemente diferenciada: por un lado, del loco y, por el otro, del criminal; y como resultado accesorio, la constitución histórica del ‘perito’ como profesional, a mitad de camino entra la medicina y el derecho, personificación por definición del campo de la ‘medicina legal’” (Sozzo, 1999). Con la consolidación de la criminología positivista, basado en la búsqueda de explicaciones biologicistas de las conductas consideradas delitos y con la readaptación de estas personas como objetivo del castigo, este modelo penetró a todo el ámbito penal (cárceles, policía, poder judicial, etc.).
De esta forma, se construyeron “teorizaciones psiquiátricas (que) tuvieron que legitimar la exclusión y encierro de los enfermos, ya que estas teorías no posibilitaron tratamientos recuperadores de la salud. Este divorcio entre teoría y práctica, tan particular en las concepciones psiquiátricas, posibilita que una (la teoría) haga de encubrimiento de la otra (práctica), ya que no la fundamenta” (Galende, 1990). 
Sin embargo, gracias el aporte de las perspectivas críticas, permitieron reconocer estas situaciones donde la psiquiatría “legitima una práctica social de segregación, exclusión y custodia de los sujetos considerados enfermos. Es esta práctica, a la que podemos considerar como una política, la que se encubre con los supuestos saberes de la medicina o de la filosofía” (Galende, 1990). Sin embargo, pese a este reconocimiento, se continúan dando situaciones de internaciones excesivas, como también otras estrategias más “sofisticadas”, como la sobremedicación, los cuales terminan transformándose en prácticas represivas de una problemática de sujetos humanos.

[bookmark: _Toc40806063][bookmark: _Toc40806083]Aspectos Metodológicos 
Para la realización de la investigación, se utilizará como estrategia el estudio de casos, teniendo en cuenta que “el caso o los casos de un estudio pueden estar constituidos por un hecho, un grupo, una relación, una institución, una organización, un proceso social, o una situación o escenario especifico, construido a partir de un determinado, y siempre subjetivo y parcial, recorte empírico y conceptual de la realidad social, que conforma un tema y/o problema de investigación. Los estudios de caso tienen a focalizar, dadas sus características, en un número limitado de hechos y situaciones para poder abordarlos con la profundidad requerida para su comprensión holística y contextual” (Vasilachis, 2006). Precisamente, en esta ponencia se toma como caso un proceso de declaración de inimputabilidad de una persona a la que se le llevaba a cabo una causa penal por un hecho tipificado como delito en la provincia de Tierra del Fuego.
El estudio de casos más que un método, resulta un enfoque, ya que “el estudio de caso tiene una intención de investigación y un propósito metodológico (y político) de mayor amplitud, que afectan a los métodos seleccionados para la recogida de datos. Reservo método para las técnicas de investigación, por ejemplo la entrevista y la observación; estrategia, para los procesos (educativos y éticos) por los que obtenemos acceso y realizamos, analizamos e interpretamos el caso. Sin embargo, reconozco que otros autores emplean estos términos en sentidos diferentes” (Simons, 2011). 

[bookmark: _Toc40806064][bookmark: _Toc40806084]La elección del caso
Desde el año 2012, me desempeño como integrante del equipo interdisciplinario de salud mental del programar PRISMA. Este programa es un dispositivo de tratamiento de salud mental para personas privadas de la libertad que funciona en el interior del Servicio Penitenciario Federal. Dentro de muchas particularidades que posee el programa,  considero relevante destacar el carácter civil que poseen los profesionales de salud mental que allí se desempeñan. Esto permite diferenciar las tareas de salud, de aquellas relacionadas con las de seguridad (para un análisis en mayor profundidad, ver Poblet Machado, 2016; Mouzo, 2018; Poblet Machado, 2019).
Precisamente, durante el año 2016 fue derivado al PRISMA el Sr. Juan (es utilizará este nombre de fantasía, para reservar la identidad de esta persona), para determinar la posibilidad de su admisión al dispositivo de tratamiento de dicho programa. 
En esta entrevista Juan contó varios aspectos de su vida personal y social, el recorrido institucional que realizo a lo largo de su vida, incluyendo diferentes aspectos sanitarios como también episodios relacionados con situaciones de privación de la libertad por distintas situaciones en conflictos con la ley penal. En ese momento, pese a saber cuál era el delito que le imputaban, Juan no podía determinar de forma concreta cuál era su situación legal, es decir, sí estaba procesado o condenado, y por ende, no podía realizar una estimación de la fecha en la que recuperaría la libertad. En dicha entrevista, al equipo de salud mental nos preocupó particularmente que hasta el momento de su detención, se encontraba viviendo en la provincia de Tierra del Fuego, lugar donde había ocurrido el delito que le imputaban. Nos llamaba la atención, por no ser una práctica habitual en el ámbito penal, que haya sido trasladado desde un penal de Tierra del Fuego a PRISMA, ubicado en el interior del Complejo Penitenciario Federal I (CPF I) de Ezeiza, provincia de Bs. As.
A partir de la entrevista realizada, y sin poder reconstruir con Juan los detalles de su situación judicial, empecé a indagar de ello. Mediante una comunicación telefónica con juzgado y defensora penal interviniente, se pudo profundizar sobre la situación legal de Juan. Considero relevante destacar lo importante que fue ese dialogo interdisciplinario, intersectorial e interinstitucional, ya que en estas situaciones se entrecruzan diferentes aspectos legales, que incluyen tanto particularidades del derecho penal y civil, de políticas públicas sanitarias, penitenciaras, y especificas  del campo de la salud mental.

[bookmark: _Toc40806065][bookmark: _Toc40806085]La sentencia judicial como versión oficial de los hechos
Para la realización de la ponencia, como también la investigación que la enmarca, se utilizará el análisis de las causas judiciales de los casos elegidos. Dentro de estos expedientes, el momento de la sentencia “relata un conjunto de acontecimientos y, como cualquier narración, ella siempre dirá algo sobre una persona o hecho” (van Dijk, 1983).  Dichas sentencias plantean una forma de escritura que permite identificar diferentes sucesos, en forma de secuencia, que cometió una o más personas, que llevaron como resultado un hecho tipificado como delito por las diferentes leyes vigentes en una sociedad en un momento dado.
Este tipo de documento, a grandes rasgos, es una versión oficial de una serie de hechos que cometió una persona. Su estructura, siguiendo a Guemureman y Bianchi (2020), están dada “en la fundamentación de las decisiones de quien o quienes las enuncian (sea que se trate del juez, el fiscal, el asesor, el defensor o el equipo técnico) y también en la configuración de lógicas discursivas que utilizan diferentes estrategias lingüísticas, en pos de reforzar, jerarquizar o mitigar argumentaciones de acuerdo con una estructura formal (Pardo, 1992)”. Las autoras remarcan que el “discurso de los expedientes y sentencias es jurídico, y ello supone otros atributos, entre ellos el carácter argumentativo, lógico y retórico que lo define, a la vez que se sirve de diferentes y múltiples mecanismos y dispositivos teóricos que lo dotan de una modalidad singular de construcción o invención de la realidad jurídica (Bourdieu, 2000; Mari, 2002; Martínez García, 1992; Pardo, 1992)” (Guemureman y Bianchi, 2020).
De esta manera, la sentencia plantea mediante los usos argumentativos, una descripción de los hechos que se le imputan. Pero esta sentencia, no se limita únicamente a la descripción de los motivos de la detención de Juan, el detalle de las características del hecho imputado y la acusación correspondiente, sino que toma unas características particulares.
En la sentencia propiamente dicha se estructura con la acusación contra Juan: intentar causar la muerte de su hijo, mediante dos heridas en el cuello realizadas con un cuchillo, cuando el joven se encontraba durmiendo. Durante la primer parte de la sentencia, se realiza una reconstrucción del suceso y las actitudes que tuvieron cada uno de los presentes (Juan,  su hijo y la madre del joven), hasta que el acusado huye del lugar. Se hace un recorrido minucioso de la mecánica del evento, y los momentos inmediatamente posteriores.
Seguidamente, el documento señala las diferentes pruebas existentes para luego dar lugar a la declaración de profesionales de salud mental, en rol de peritos. 
Durante la sentencia, establecen aspectos de la vida de Juan previos a los hechos que se le imputan, pero no solo su estado inmediato, sino otros que permiten reconstruir diferentes aspectos de su vida, como por ejemplo, relacionados con otros momentos donde se encontró institucionalizado.

[bookmark: _Toc40806066][bookmark: _Toc40806086]El contexto donde se llevó a cabo el proceso
Las características demográficas y sociales de la provincia de Tierra del Fuego, produjeron que la situación de Juan tenga un interés y resonancia por parte de su comunidad. El hecho imputado se produjo en 2015 en la ciudad de Rio Grande. Es una ciudad costera que se encuentra al norte de la provincia, siendo la segunda en importancia de dicha Tierra del Fuego, luego de Ushuaia.
Utilizando un informe (Ministerio de Seguridad de la Nación, 2018) sobre estadísticas criminales, en el país del 2014 se observa que la tasa de homicidios dolosos la provincia de Tierra del Fuego (4,1 cada 100 mil habitantes) es inferior al promedio nacional (7,6). Sin embargo, hay que relacionarlo con la población de la provincia para identificar la cantidad de homicidios totales al año. Tomando estimaciones realizadas a partir de los censos realizados (Ministerio de Economía de la Provincia de Tierra del Fuego, 2015), en el año 2014 la población de la provincia se estima en 148.143 personas, mientras que la ciudad de Rio Grande, se estima de 81.723 personas. Usando todos esos datos, se puede señalar que en toda la provincia, existieron en el año 2014 la cantidad de 6,07 homicidios dolosos, por lo que este tipo de eventos que se producen en ese territorio, tiene una repercusión social y mediática significativa. 
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Pese a no querer explayarme en el presente texto sobre diferentes cuestiones teóricas que permitan abordar a la pericia psiquiátrica desde el punto de vista de las ciencias sociales,  me parece relevante señalar que utilizaré para ello distintos aportes de la obra de Foucault (1996, 2000, 2002, 2007) para su análisis.
La pericia realizada por profesionales de salud mental posee unas particularidades fuera de lo común, ya que no se limita a la clásica descripción semiológica de características de personalidad de la persona, sino que realiza un recorrido por otros elementos particulares, como un análisis del expediente criminológico de una detención previa. Cabe aclarar que la misma, fue realizada únicamente por un solo psiquiatra.
La lectura de los “incidentes” que realiza el profesional psiquiatra de este legajo criminológico se centra en aspectos claves: los tratamientos en salud mental que ha realizado dentro del penal, que son casi nulos, las sanciones disciplinarias dentro del mismo y las calificaciones que recibió Juan por el gabinete criminológico del penal donde fue alojado. 
Para pensar las implicancias de estos aspectos, considero relevante partir de algunas concepciones en las que se enmarca la cárcel y la reclusión de las personas en su interior.
La cárcel, además de ser un sistema de castigo y sanción, tiene una función relacionada con los “discursos re”, lo cual implica que la institución carcelaria tiene como objetivo la resocialización de las personas alojadas en su interior. Precisamente, mediante el tratamiento penitenciario, el cual está basado en el trabajo y la educación, se busca la “resocialización” de los detenidos. A dicho tratamiento, se le otorga una propiedad “curativa” de la persona catalogada como delincuente, ya que actuará sobre sus supuestas deficiencias morales y sociales.  Es sumamente importante dar cuenta que la concepción del delito y del delincuente como una desviación o enfermada personal es falsa, ya que “la ‘resocialización’ es una expresión que, fuera del marco sistémico carece de contenido semántico y su uso equívoco pretende dar cuenta que la prisión puede mejorar algo” (Zaffaroni, 1991).
Este tratamiento penitenciario establece una serie de características y logro de objetivos a los cuales las diferentes personas detenidas deben cumplir a partir de la condena impuesta. El grado o nivel de alcance de estos objetivos propuestos, sirve de insumo para la realización de informes correspondientes por parte de los profesionales del área de criminología de los establecimientos penitenciarios. Estos informen constituyen una evaluación que “debe dar cuenta a los jueces de la capacidad, o no, del individuo de alcanzar su reinserción, resocialización, reintegración, etc. es decir, para la aplicación de los denominados modelos ´re´” (Di Carlo, 2016). 
Coincido con lo que plantea Di Carlo (2016) al señalar que el uso de estos informes criminológicos realizados por múltiples profesionales, en los que tienen un rol preponderante los relacionados al campo de la salud mental para fundamentar decisiones y dictar resoluciones judiciales, resultan un “segundo juicio que se realiza en prisión. Este otro juicio constituye el mejor ejemplo del pasaje de un derecho penal de acto a un derecho penal de autor”. Otro aspecto a destacar, es que la noción de peligrosidad sigue presente en dichos informes, como juicio de probabilidad de que un sujeto llegue a cometer un acto delictivo en el futuro. 
Como señalaba anteriormente, en la pericia realizada para la causa que se llevaba contra Juan, se remarcaba aquellos eventos relacionado a sanciones disciplinarias, malas calificaciones criminológicas (“concepto” y “conducta”)[footnoteRef:1], y otros eventos conductuales que figuraban el en legajo de ejecución. A modo de ejemplo, el informe pericial presenta frases como “trepa a las cabreadas y se corta en protesta. Agrede. Suspensiones de beneficios”, “múltiples reclamos de puño y letra del dicente”, “nota de conducta uno y concepto uno, situación que se repite”, “informe técnico criminológico que aluden a un diagnóstico de trastorno disocial, con un comienzo delictivos  a los 14 años”,  “Informe socioambiental, el cual menciona una crianza con situaciones de calle”, entre otros. [1:  La “conducta” que busca “medir el comportamiento del preso/a durante su reclusión en el marco de normas pre-establecidas a nivel de la Ley Nacional de Ejecución de la Pena (Ley 24.660), es un indicador objetivo que mide de 0 a 10 la presencia o ausencia de sanciones disciplinarias” (Di Carlo, 2016). El “concepto”, busca ponderar “el esfuerzo por superarse, señalando la ley de ejecución penal la superación en el marco del cumplimiento del tratamiento propuesto” (Di Carlo, 2016).] 

Desde el marco interpretativo que utilizo, estos encomillados dan cuenta de dos caracteres de las pericias psiquiátricas: lo ubuesco de su discurso, que implica la “maximización de los efectos de poder a partir de la descalificación de quienes lo produce” (Foucault, 2000) y la valorización moral de distintos aspectos de la vida de los sujetos, ajenos al delito juzgado. En este último aspecto, los  sucesos ocurridos en la infancia de Juan, permite “exponer que un personaje, un individuo ya se parecía a su crimen antes de haberlo cometido” (Ocampo, 2008)
En paralelo, considero que el profesional de la salud mental no parece realizar algún tipo de lectura o análisis sobre los motivos de estas sanciones o conflictos institucionales ocurridos en un anterior periodo en prisión. Es conocido el nivel de violencia institucional que existe dentro de las unidades penales, en donde los sujetos allí alojados sólo tienen su cuerpo para poder resistir o realizar reclamos correspondientes. Esto genera que sea frecuente, que las personas detenidas suelan autolesionarse como forma de protestar frente a alguna situación que consideren arbitraria o para que los funcionarios del poder judicial generen algún tipo de respuesta a sus reclamos, fundamentalmente relacionado con el ejercicio de derechos dentro del penal. Su análisis se basa únicamente en su conducta y las sanciones que posee, sin realizar una lectura sobre el contexto institucional.
Luego de este análisis, procede a la realización de una descripción semiológica de las características de personalidad de Juan, y llega a un diagnóstico determinado, a partir de categorías definidas en el Manual DSM IV. Posteriormente, procede a responder los puntos de pericia solicitados por el tribunal, donde determina que “al momento de los hechos, no ha podido comprender la criminalidad de sus actos y dirigir sus acciones”. 

[bookmark: _Toc40806069][bookmark: _Toc40806089]El contenido de la sentencia
A partir de la sentencia, creo relevante señalar algunos aspectos interesantes para profundizar un análisis en el futuro.
En la sección de discusión definitiva de la sentencia, luego de la recepción de pruebas, se señala que el fiscal mantuvo su posición sobre la materialidad, la autoría del delito y la calificación legal del evento, pero determina que Juan “no pudo en el momento del hecho comprender la criminalidad del acto ni dirigir sus acciones, por una alteración morbosa de sus facultades. A consecuencia de la inimputabilidad, solicitó la absolución” en concordancia con el Art 34 del Código Penal[footnoteRef:2]. [2:  Este artículo establece que “no son punibles: El que no haya podido en el momento del hecho, ya sea por insuficiencia de sus facultades, por alteraciones morbosas de las mismas o por su estado de inconciencia, error o ignorancia de hecho no imputables, comprender la criminalidad del acto o dirigir sus acciones”.] 

En la sentencia, los peritos “concluyeron que Juan no tiene capacidad de internalizar sus actos; esto es, según explicaron, no logra aprender con la experiencia, y en el futuro podría volver a cometer actos de la naturaleza con el que aquí se ventila, es decir, no aprende con los hechos que va viviendo. También explicaron que en la esfera afectiva han observado sentimiento de vacío existencia crónico, elevados montos de ansiedad y tensión ante la frustración, que terminan en descargas explosivas de ira y violencia a terceros o hacia sí mismo. A todo ello, se le suman conductas (…) de abuso a múltiples sustancias farmacológicas y probable dependencia”.
Como se puede observar, todas estas descripciones funcionan como un análisis valorativo sobre Juan. Pareciera que no existiese ningún aspecto “positivo” a destacar de su personalidad, ni de otros aspectos de su vida. Esta situación, ejemplifica fuerte carácter moralizante que conllevan las pericias, en general, y en particular aquellas referidas al campo de la salud mental siendo un elemento principal de ellas, la asignación de diagnósticos psiquiátricos a las personas evaluadas. 
Estos diagnósticos psiquiátricos conllevan una serie de cargas significativas y valorativas, donde se lleva a cabo un proceso desubjetivante, donde las personas pasa a ser entendida como el diagnóstico que se le asigna. Es relevante reconocer que “una clasificación psiquiátrica crea una realidad propia y con ello, sus propios efectos” (Roshenan, 1982). 
Sin embargo, pese que la recopilación de características de la personalidad de Juan que se realiza durante las pericias, la sentencia pasa a aclarar que todo ello, “no alcanza para considerar a una persona inimputable en los términos del Art. 34 del Código Penal, pues según explicaron los peritos, es parte de la personalidad, aunque (un perito) fue un poquito más allá y afirmo que es una enfermedad, pero fueron también, todos fueron concluyentes al decir que con un tratamiento psicoterapéutico especializado, prolongado y sostenido en el tiempo y un plan farmacológico, todos esos rasgos de la personalidad que lo toman peligroso para sí o para terceros, pueden ser contenidos y controlados, y la persona podría llegar a vivir una vida normal”. Como puede notarse, en este párrafo se está al frente de múltiples concepciones y valoraciones sobre las problemáticas de salud mental, la desviación y la conceptualización de la “normalidad”. Esta concepciones de normalidad, las cuales se fundamenta el discurso pericial (Foucault, 2000), son ideas que inician en el nacimiento del capitalismo, se basan en imponer en la vida de los sujetos determinadas condiciones de normalidad y desvío, utilizando el encierro y la exclusión de todo lo que se aleja de la primera (Galende, 1990). Inclusive, plantean que mediante tratamientos y medicación de salud mental pueda “contenerse y controlar” a la persona.
Como se indicó previamente, la sentencia a continuación empieza a indagar sobre la historia de vida de Juan, “para averiguar la verdad histórica de lo acontecido y para poder entender el porqué de la conducta llevada por él”. Para ello, se plantea realizar “un revisionismo histórico de los últimos diez años, durante los cuales cumplió en su totalidad una condena por un hecho de homicidio por el que había sido condenado anteriormente, hasta recobrar su libertad a mediados del 2015”. Esta situación, me resulta sumamente llamativo, sobre todo el concepto de “revisionismo histórico” de la vida de Juan. Da la impresión que haber recibido una condena, y haberla cumplido, refuerza su posición de “desviado” o “anormal”, por ende, merecedor de una situación de exclusión.
[bookmark: _Toc40806070][bookmark: _Toc40806090]
La medida de seguridad
Luego de la definición de inimputabilidad, en la sentencia se pasa a discutir la aplicación o no de la medida de seguridad, ya que los juzgados tienen la potestad legal de dictaminar el encierro de las personas declaradas inimputables, en instituciones donde podrían remitido las condiciones “que le hicieren peligroso”. En este momento, no puedo dejar de señalar que la aparición del discurso del peligro, el cual conlleva inmediatamente al de perversión “lo que constituye, creo, la especie de núcleo esencial, el núcleo teórico de la pericia médico legal” (Foucault, 2000). La sentencia, continua indicando que los profesionales de salud mental “han hecho hincapié en que requiere tratamiento psiquiátrico y psicológico, para tratar su patología de base y su dependencia a las drogas, y que ello debe llevarse a cabo en alguna institución especializada o con equipo terapéutico especializado, y donde –además- se le brinde un esquema farmacológico adecuado”. Esta parte de la sentencia, busca argumentar la necesidad de que realice un tratamiento en salud mental. Pese a que no pareciera estar definida la modalidad, la “especialización” a la que se refiere, permite inferir que estarían refiriéndose a un manicomio.
Luego se postula un punto central: el desarrollo institucional del sistema de salud mental y penitenciario de la provincia de Tierra del Fuego. Precisamente, los peritos plantean que “en el ámbito territorial de la provincia no existen establecimiento de estas características (referidos a instituciones especializadas o manicomios). En razón de lo expuesto, resultaría prudente, en atención a la peligrosidad demostrada en el suceso objeto del presente juicio y ante el riesgo actual e inminente que representa para sí y para terceros, imponer al nombrado una medida de seguridad de carácter curativa y, en consecuencia, disponer la internación de Juan en alguna institución de las señaladas por los peritos psiquiatras”. 
Las medidas de seguridad, son comprendida como un tipo particular de una serie de técnicas y tecnologías, en donde “el aparato judicial como el médico psiquiátrico, se entrelazan creando una técnica, que es responsable de apartar los individuos peligrosos de la sociedad, para ‘curarlos o readaptarlos’. De este modo tanto la pericia psiquiátrica, como la judicial están al servicio de la normalización, ambas generan una tecnología y una técnica, y con estas se despliegan las instituciones que son encargadas de rehabilitar, readaptar, sanar, incluir, excluir a los sujetos peligrosos de la sociedad” (Ocampo, 2008).
Sin embargo, resulta llamativo que los peritos hacen referencia al “riesgo”, como causal justificadora de la internación. Claramente, esto da cuenta la convivencia de dos paradigmas totalmente opuestos, utilizados de forma intercambiable en función de la circunstancia. Esta situación permite pensar que, tal vez, el problema existente es que pese a que aparezca nominado como “riesgo”, las categorías de pensamiento y de criterio de los profesionales continúen relacionados con “peligrosidad”. 
Volviendo al desarrollo institucional anteriormente indicado por los peritos, la provincia tiene como característica central que no posee manicomios, siendo las internaciones realizadas durante periodos breves en hospitales generales. Considero que esta situación es ejemplar en el territorio nacional, ya que sucedía aun antes de la sanción de la Ley Nacional de Salud Mental. Sin embargo, hay investigaciones (Barcala, 2015) que señalan la existencia de un mecanismo que generaba que algunas internaciones eran realizadas en otras jurisdicciones, principalmente en situaciones de abordaje de consumos problemáticos. 
Por su parte, la abogada defensora de Juan plantea su acuerdo a todo lo indicado por el defensor, solo que solicitó un cambio de caratula a un delito más leve, pero sostuvo la inimputabilidad y el pedido de absolución de su defendido. Sin embargo, plantea disconformidad con respecto a la medida de seguridad, confrontándola con el paradigma vigente de salud mental y derechos humanos. 
Cerrado este momento, los jueces establecen que, apoyado en los peritos, Juan “es poseedor de un trastorno antisocial de la personalidad, en conjunto o compartiendo muchos rasgos de un trastorno límite de la personalidad, al cual se suman conductas de abuso a múltiples sustancias. Lo mismo sucede con la situación de riesgo cierto e inminente para sí o para terceros”. Aceptan así, lo planteado por el fiscal, en relación a lo diagnosticado por los peritos y el supuesto riesgo existente.
Sin embargo, en este momento de la sentencia, se reproduce una situación particular que se dio en el presente caso. En relación sobre qué hacer con Juan, que no puede ser condenado, se genera una interpelación entre los diferentes poderes del Estado de Tierra del Fuego. Para ello, fueron citados funcionarios del Poder Ejecutivo de Tierra del Fuego, a los que los jueces del Tribunal los interrogan sobre qué pueden hacer con Juan, ya que buscaban imponerle una medida de seguridad.
De esta manera, concurrieron el Jefe de Gabinete junto con el Director Provincial de Salud Mental y Adicciones de la Gobernación de Tierra del Fuego en representación del Poder Ejecutivo Provincial, “para que explique qué ofrece el sistema de salud pública para los supuestos de inimputabilidad, las perspectivas de brindar tratamiento adecuado al trastorno que padece el enjuiciado y el lugar idóneo para ello”. Este punto, me parece destacable en la situación de Juan, ya que me parece que el mismo poder judicial, con esta actitud, reconoce los límites que tiene para realizar determinadas situaciones o tomar algunas decisiones, debido a que exceden su campo de conocimiento o saber. 
Los funcionarios del poder ejecutivo solicitaron realizar en primer lugar, una evaluación por parte de un equipo interdisciplinario por personal de dicha dirección, para “establecer el tratamiento adecuado y estar en condiciones de definir el tipo de dispositivo que incluiría a Juan dentro o fuera de esta provincia” (el subrayado me pertenece).  Es interesante pensar que parecería que desde un primer momento, estaba contemplada la posibilidad de derivar a otra jurisdicción la posible resolución de la situación de Juan. 
Una vez realizada la evaluación correspondiente, la sentencia indica que se confección un informe que señala que a partir de los antecedentes clínicos, su historia clínica en un servicio de salud mental y el diagnostico al que se llegó mediante una evaluación realizada por un equipo de SM de la provincia, “… es necesario un tratamiento integral en modalidad de internación que contemple asistencia psiquiátrica, psicológica, rehabilitación psicosocial y una medida de seguridad, hasta tanto persistan las condiciones del cuadro, recomendándose para ello el modelo del programa PRISMA, que cumpliría con lo requerido por el cuadro del paciente. Cabe destacar que el entrevistado Juan, manifiesta voluntad para realizar tratamiento por su afección”. Resulta algo muy llamativo, que equipo de salud determine “una medida de seguridad” para Juan, donde se entremezclan las atribuciones de los equipos asistenciales y los periciales, pero en este caso, considero que es aun más grave, porque los equipos de salud no tienen la potestad de imponer la medida de seguridad, siendo esta una potestad de los jueces.
A partir de ese informe interdisciplinario, el juzgado “ordena la internación de Juan, quien queda a disposición del Ministerio de Salud Provincial, a los fines de su tratamiento integral en el programa PRISMA, con el control externo de legalidad del Juzgado de Familia y Minoridad de ese distrito que por sorteo corresponda, con inmediata intervención a tales autoridades administrativa y judicial (art. 34, inc. 1º, CP; 12 a 29 y c.c., Ley 26.657)”.
Como dato destacable, considero importante que en la parte resolutiva, no se indica nada referido a una medida de seguridad. Con esta sentencia, parecería que una vez que llegaría a PRISMA, Juan recuperaría la libertad. Sin embargo, para salvar esta situación, se emitió en una hoja aparte, una nota dirigida a PRISMA, señala que en la causa de referencia, donde se imputo a Juan, que “de acuerdo a lo reclamado por esta autoridad, que la internación que ordenamos es ´con medida de seguridad´ (el destacado figura en dicha nota)”, firmada por uno de los jueces del tribunal.  Surge así la duda, sobre sí efectivamente esta aclaratoria se realizó posteriormente por un olvido al realizar la sentencia. 
A grandes rasgos, considero algunas cuestiones importantes para reflexionar con respecto a esta sentencia. Se observa el pleno funcionamiento dentro del campo de la justicia penal de las concepciones peligrosistas sobre las problemáticas de salud mental y de las personas que presentan estas. También, hay una situación interesante entre los usos intercambiables de categorías como peligrosidad y riesgo. Parecería que pese a los soportes teóricos y conceptuales que conlleva cada uno de ellos, en el campo de la justicia penal, el uso de uno u otro no tendría mayores implicancias. Esto genera un problema aún más complejo: la vigencia y la supremacía de la perspectiva de peligrosidad en la salud mental en el campo de la justicia, particularmente la penal. 
De dicha manera, el uso de la categoría de riesgo durante distintos momentos de la sentencia y las pericias, puede ser considerado un intento superficial de ayornarse a una terminología más acorde al campo de la salud mental en la actualidad, pero conceptualmente se sigue pensando desde un paradigma que considera a las problemáticas de salud mental como algo peyorativo, y a las personas con estas problemáticas, alguien a quien temer, con posibilidad de recortarle derechos, y plausibles de ser encerradas en búsqueda de una posible “cura” o solución de dicha peligrosidad. 
Por otro lado, queda en manifiesto las dificultades de políticas públicas sanitarias y penitenciarias que posee la provincia. A partir de esta situación, los funcionarios provinciales, señalan la existencia del programa PRISMA, por lo que recomiendan su derivación al mismo, pese a que se encuentra a 2800 km de distancia del núcleo social del Juan. 

A modo de cierre
Durante este recorte de la situación de Juan, se pueden analizar como la aparición de una persona declarada inimputable, tensiona el mecanismo de administración de justicia de una jurisdicción.
Como se pudo observar, la falta de dispositivos sanitarios de internación en salud mental en el ámbito civil, como así también en el ámbito penal, generó inquietudes al Poder Judicial. 
Claramente, en el proceso judicial, no se quiso problematizar jurídicamente la figura de la inimputabilidad ni la medida de seguridad. Sin ser uno de los núcleos de análisis de este trabajo, ambas figuras se encuentran pendiente de ajuste al sistema interamericano de Derechos Humanos, en particular, a partir del art. 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
En este caso reseñado, me resulta muy interesante la situación de interpelación que el Poder Judicial le realiza al Poder Ejecutivo, sobre qué hacer sobre la situación de Juan. La ausencia de dispositivos para que se pueda efectivizar una medida de seguridad, generó una instancia nueva de dialogo y coordinación interpoderes. Una opción que podría haber tomado el Tribunal actuante, era ordenar al Poder Ejecutivo, la creación de un espacio terapéutico donde Juan pudiera cumplir la medida de seguridad. Sin embargo, considero que un espacio así, necesita un nivel de planificación y puesta en marcha que no se resuelve inmediatamente, ya que, además de la posible necesidad de construcción de un lugar físico, implica una serie de recursos materiales, humanos, etc., que no es sencillo de conseguir en el corto plazo. A su vez, estos espacios deberían ser supervisados para que cumplan todos los estándares internacionales y nacionales relacionados con lugares de encierro y salud mental. Sin embargo, la reflexión que aún se encuentra pendiente es si estos espacios son realmente un lugar terapéutico, o un espacio de castigo más, con determinadas características relacionado con el campo de la salud mental. 
La opción de derivarlo a PRISMA, puede tener aspectos positivos como controvertidos. Por un lado, este programa posee varias características positivas con respecto a abordaje de las problemáticas de salud mental dentro del ámbito penitenciario, en particular, el encontrarse separadas las funciones de asistencia con las de seguridad.  
Sin embargo, como lo señale anteriormente, la derivación de Juan a Ezeiza, conlleva varios aspectos negativos. En primer lugar, como lo señale anteriormente, el PRISMA se encuentra en el interior de la cárcel, y pese a sus aspectos relacionados con el campo de la salud mental y el respeto por los derechos humanos, el estar dentro de la cárcel, lo vuelve per se en un espacio de castigo. 
Otro aspecto que considero relevante destacar, es que no se buscó que Juan se mantenga mantenerlo en su comunidad, con contacto con sus vínculos sociales y afectivos. Esto generó que durante el alojamiento en PRISMA, no haya podido recibir ninguna visita, pese a que tenía contactos, al menos telefónicos, con algunas personas de su lugar de origen. 
Por otro lado, y el más complejo aun, es que parecía que al realizar esto, el poder ejecutivo podría haber intentado “sacarse de encima” el problema, respondiendo así a una demanda social de castigo. La pregunta es si esto podría ser leído desde una óptica de populismo penal, entendido como la respuesta política a la demanda de la población de aumentar la dureza del castigo de los infractores de la ley. En este caso, la derivación a PRISMA de Juan, fue fundamentada por el poder ejecutivo, mediante un informe técnico de salud mental.
Por último, cabe preguntarse si la derivación a PRISMA de Juan, no puede leerse desde una actitud de desterrarlo de su lugar de residencia, práctica con reminiscencias a la época medieval. Considero que puede relacionársela como otra de las prácticas históricas que se tuvo en relación a la locura, previas a las épocas del encierro y el castigo.
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